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 9314 ORDEN TAS/1631/2005, de 4 de mayo, por la que se regis-
tra la Fundación Augusto Vidal Parera, como fundación 
de carácter sanitario y se procede a su inscripción en el 
Registro de Fundaciones Asistenciales.

Por Orden Ministerial se clasifica y registra la Fundación Augusto 
Vidal Parera.

Vista la escritura de constitución de la Fundación Augusto Vidal 
Parera, instituida en Madrid.

Antecedentes de hecho

Primero: Por el Patronato de la Fundación fue solicitada la inscripción 
de la Institución en el Registro de Fundaciones.

Segundo: La Fundación fue constituida mediante escritura pública, 
otorgada ante el Notario de Madrid, Don José Manuel Senante Romero, 
el 25 de febrero de 1999, con el número 572 de su protocolo; subsanada 
por otra otorgada ante el Notario de Madrid, Don Alejandro Miguel 
Velasco Gómez, el 14 de abril de 2005, con el número 1.553 de su orden de 
protocolo; por la Asociación Española de Psiquiatría Infanto-Juvenil.

Tercero: La dotación inicial de la Fundación es de treinta mil euros, de 
los cuales siete mil quinientos han sido aportados por la fundadora y 
depositados en una entidad bancaria a nombre de la Fundación. Los vein-
tidós mil quinientos euros restantes serán aportados en un plazo no supe-
rior a cinco años, contados desde el otorgamiento de la citada escritura.

Cuarto: El Patronato de la Fundación esta constituido por los siguien-
tes miembros, con aceptación de sus cargos:

Presidente: Don José Luis Alcázar Fernández.
Vicepresidente 1.º: Don Josep Tomas i Vilaltella.
Vicepresidente 2.º: Don José Luis Pedreira Massa.
Secretario: Don Rafael García González.

Quinto: El domicilio de la entidad, según consta en el artículo 4 de los 
Estatutos, radica en la calle Profesor Waksman, número 5, 10.º D, 28036 
Madrid.

Sexto: El objeto de la Fundación queda determinado en el artículo 6 de 
los Estatutos, en la forma siguiente:

«La Fundación, que carece de ánimo lucrativo, tiene por finalidad y 
objeto permanente la atención, formación, orientación, documentación, 
información e investigación en el campo de la Psiquiatría y de la Salud 
Mental en su acepción mas amplia, siendo los destinatarios de sus benefi-
cios personas o colectividades no determinadas individualmente.»

Séptimo: Todo lo relativo al gobierno y gestión de la Fundación, queda 
recogido en los Estatutos por los que se rige, constando expresamente el 
carácter gratuito de los cargos del Patronato, estando obligado, dicho 
órgano de gobierno, a la presentación de las cuentas y del plan de actua-
ción anuales ante el Protectorado.

Vistos la Constitución Española, la Ley 50/2002, de 26 de diciembre; y 
los Reales Decretos 553/2004, de 17 de abril, 562/2004, de 19 de abril 
y 1600/2004, de 2 de julio.

Fundamentos de Derecho

Primero: A la Administración General del Estado-Ministerio de Tra-
bajo y Asuntos Sociales le corresponde el ejercicio del Protectorado del 
Gobierno sobre las fundaciones de asistencia social, respecto de aquellas 
de competencia estatal, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 
y disposición transitoria tercera de la Ley 50/2002, 26 de diciembre, de 
Fundaciones, en relación con el Real Decreto 553/2004, de 17 de abril, por 
el que se reestructuran los Departamentos Ministeriales (artículo 9), y 
con los Reales Decretos 562/2004, de 19 de abril y 1600/2004, de 2 de julio, 
por los que se aprueba y desarrolla, respectivamente, la estructura orgá-
nica básica del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.

La Secretaría de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapaci-
dad es competente para resolver el presente expediente, en virtud de la 
Disposición adicional sexta del Real Decreto 1600/2004, de 2 de julio, en 
relación con la Orden Ministerial de 21 de mayo de 1996, sobre delegación 
del ejercicio de competencias en los órganos administrativos del Ministe-
rio de Trabajo y Asuntos Sociales (B.O.E. del día 27 de mayo), corregida 
por la Orden Ministerial de 25 de junio de 1996 (B.O.E. del día 27 de junio) 
y modificada, entre otras, por Orden de 15 de marzo de 2001 (B.O.E. del 
día 29 de marzo) y por la Orden de 3 de febrero de 2003 (B.O.E. del día 5 
de febrero).

Segundo: La Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones, en sus 
artículos 34 y 35, establece que son funciones del Protectorado, entre 
otras, velar por el correcto ejercicio del derecho de fundación y por la 
legalidad de la constitución y funcionamiento de las fundaciones, así 

como informar, con carácter preceptivo y vinculante para el Registro de 
Fundaciones, sobre la idoneidad de los fines y sobre la suficiencia dota-
cional de las fundaciones que se encuentren en proceso de constitución.

Tercero: La documentación aportada reúne los requisitos exigidos en 
los artículos 3, 10, 11 y 12 de la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fun-
daciones.

Cuarto: La Ley 50/2002, de 26 de diciembre, en su artículo 36, establece 
que existirá un Registro de Fundaciones de competencia estatal depen-
diente del Ministerio de Justicia, en el que se inscribirán los actos relati-
vos a las fundaciones que desarrollen su actividad en todo el territorio del 
Estado o principalmente en el territorio de más de una Comunidad Autó-
noma. La estructura y funcionamiento del citado Registro se determina-
rán reglamentariamente. Asimismo, la disposición transitoria cuarta de 
dicha Ley, establece que, en tanto no entre en funcionamiento el Registro 
de Fundaciones a que se refiere el citado artículo, subsistirán los Regis-
tros de Fundaciones actualmente existentes.

Quinto: La Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones, establece 
que se inscribirán en el Registro, entre otros actos, la constitución de la 
fundación, el nombramiento, revocación, sustitución, suspensión y cese, 
por cualquier causa, de los miembros del patronato y otros órganos crea-
dos por los Estatutos, y las delegaciones y apoderamientos generales 
concedidos por el patronato y la extinción de estos cargos.

Sexto: La Fundación persigue fines de interés general, conforme al 
artículo 3 de la Ley 50/2002, de 26 de diciembre.

Séptimo: La dotación de la Fundación, descrita en el antecedente de 
hecho tercero de la presente Orden, se considera inicialmente suficiente 
para el cumplimiento de sus fines.

Por cuanto antecede, este Ministerio, visto el informe del Abogado del 
Estado en el Departamento, ha dispuesto:

Primero: Clasificar a la Fundación Augusto Vidal Parera, domiciliada 
en Madrid, cuyos fines de interés general son predominantemente sanita-
rios.

Segundo: Ordenar su inscripción en el Registro de Fundaciones Asis-
tenciales, bajo el número 28/1.335.

Tercero: Inscribir en el Registro de Fundaciones el nombramiento de 
los miembros del Patronato, relacionados en el antecedente de hecho 
cuarto de la presente Orden, así como su aceptación de cargo.

Cuarto: Que de esta Orden se den los traslados reglamentarios.

Madrid, 4 de mayo de 2005.−P.D. (O. de 15 de marzo de 2001), la Secre-
taria de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapacidad, María 
Amparo Valcárce García. 

 9315 RESOLUCIÓN de 5 de mayo de 2005, del Instituto Nacio-
nal de la Seguridad Social, por la que se publica el catá-
logo de Organismos, Entidades y  Empresas incluidas en 
el Registro de Prestaciones Sociales Públicas.

La Ley 42/1994, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrati-
vas y de Orden Social, en su artículo 30, creó en la Seguridad Social, el 
Registro de Prestaciones Sociales Públicas, en sustitución del Banco de 
Datos de Pensiones Públicas, atribuyendo su gestión y funcionamiento al 
Instituto Nacional de la Seguridad Social.

Por la Resolución de 11 de junio de 1997 del Instituto Nacional de la 
Seguridad Social, que determinó la estructura básica del Registro de Pres-
taciones Sociales Públicas, el procedimiento para el suministro y actuali-
zación de los datos de identificación y otras medidas aplicativas para su 
buen funcionamiento, se estableció en su apartado quinto, la entrada en 
funcionamiento del Registro el día 1 de octubre de 1997.

El Real Decreto 397/1996, de 1 de marzo, por el que se regula el Regis-
tro de Prestaciones Sociales Públicas, en desarrollo de la Ley 42/1994, de 30 
de diciembre, establece, en su artículo 9. 1º, que el Instituto Nacional de 
la Seguridad Social elaborará y publicará, mediante Resolución en el 
“Boletín Oficial del Estado”, el Catálogo de organismos, entidades y 
empresas obligadas a suministrar sus datos al Registro y que será actuali-
zado por este Instituto con una periodicidad mínima de un año.

En su virtud, habiéndose producido diversas modificaciones desde la 
publicación, por Resolución de 15 de abril de 2004 de la Dirección Gene-
ral del Instituto Nacional de la Seguridad Social (BOE del 8 de mayo), del 
Catálogo de organismos, entidades y empresas incluidas en el Registro de 
Prestaciones Sociales Públicas, esta Dirección General resuelve:

Primero.–Publicar como anexo a la presente Resolución el Catálogo 
de organismos, entidades y empresas incluidas en el Registro de Presta-
ciones Sociales Públicas.
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Segundo.–Dejar sin efecto la Resolución de 15 de abril de 2004 por la 
que se publicó el Catálogo de organismos, entidades y empresas incluidas 
en el Registro de Prestaciones Sociales Públicas.

Madrid, 5 de mayo de 2005.–El Director General, Fidel Ferreras
Alonso. 

ANEXO

Catálogo de Organismos, Entidades y Empresas Integradas 
en el Registro de Prestaciones Sociales Públicas

Clave Organismo, entidad o empresa

  
A00 INSTITUTO NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL.
A01 INSTITUTO SOCIAL DE LA MARINA (Gestión).
A02 INSTITUTO NACIONAL DE LA SALUD (Personal Sanitario).
A03 INSTITUTO NACIONAL DE SEGURIDAD E HIGIENE EN EL 

TRABAJO.
A04 CLASES PASIVAS.
A05 INSTITUTO SOCIAL DE LAS FUERZAS ARMADAS.
A08 INSTITUTO SOCIAL DE LA MARINA (Personal).
A09 INSTITUTO DE MIGRACIONES Y SERVICIOS SOCIALES (Per-

sonal).
A11 MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA (Convenio de 

Medios de Comunicación Social del Estado).
A12 GENERALITAT DE CATALUNYA.
A13 CONSEJERÍA DE LA PRESIDENCIA DEL PRINCIPADO DE 

ASTURIAS.
A14 MINISTERIO DE DEFENSA.
A15 GOBIERNO VASCO.
A31 SERVICIO ANDALUZ DE SALUD.
A32 INSTITUTO CATALÁN DE SALUD.
A33 SERVICIO GALLEGO DE SALUD.
A34 SERVICIO VALENCIANO DE SALUD.
A35 SERVICIO VASCO DE SALUD.
A36 SERVICIO NAVARRO DE SALUD.
A37 SERVICIO CANARIO DE SALUD.
A38 INEM. Subsidio de desempleo trabajadores mayores de cin-

cuenta y dos años.
A39 SERVICIO CANTABRO DE SALUD.
A40 SERVICIO ARAGONÉS DE SALUD.
A41 GERENCIA REGIONAL DE SALUD DE CASTILLA Y LEÓN.
A42 SERVICIO MURCIANO DE SALUD.
A43 SERVEI DE SALUT DE LES ILLES BALEARS.
A44 SERVICIO EXTREMEÑO DE SALUD.
A45 INSTITUTO MADRILEÑO DE LA SALUD.
A46 SERVICIO DE SALUD DE CASTILLA-LA MANCHA.
A47 SERVICIO RIOJANO DE SALUD.
A48 SERVICIO DE SALUD DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS.
A49 EMPRESA MUNICIPAL DE AGUAS PÚBLICAS DE CÓRDOBA, 

S.A. (EMACSA).
A50 JUNTA DE ANDALUCÍA (Abono pagas extraordinarias).
A51 AYUNTAMIENTO DE MADRID.
A52 PENSIONES ASISTENCIALES (Dirección General de Emigra-

ción).
A53 MINISTERIO AGRICULTURA, PESCA Y ALIMENTACIÓN (Anti-

guo IRYDA).
A95 MONTEPÍO DE PREVISIÓN SOCIAL DE EMPLEADOS Y OBRE-

ROS DE PUERTOS.
A98 SERVICIO DE VIGILANCIA ADUANERA (AGENCIA TRIBUTA-

RIA).
C01 DIRECCIÓN GENERAL DE ORDENACIÓN DE LA SEGURIDAD 

SOCIAL.
C02 INSTITUTO DE MIGRACIONES Y SERVICIOS SOCIALES (Pres-

taciones).
C03 CONSEJERÍA DE ASUNTOS SOCIALES, JUNTA DE ANDALU-

CÍA.
C04 INSTITUTO ARAGONÉS DE SERVICIOS SOCIALES.
C05 CONSEJERÍA DE ASUNTOS SOCIALES (Asturias).
C06 INSTITUT BALEAR D’AFERS SOCIALS.
C07 DIRECCIÓN GENERAL DE SERVICIOS SOCIALES (CANA-

RIAS).
C08 DIRECCIÓN GENERAL DE ACCIÓN SOCIAL (CANTABRIA).
C09 GERENCIA DE SERVICIOS SOCIALES (CASTILLA Y LEÓN).
C10 DIRECCIÓN GENERAL DE ACCIÓN SOCIAL (CASTILLA-LA 

MANCHA).
C11 INSTITUT CATALÁ D’ÁSSINTENCCIA I SERVEIS SOCIALS.
C12 DIRECCIÓ GENERAL DE SERVEIS SOCIALS (COMUNIDAD 

VALENCIANA).

C13 DIRECCIÓN GENERAL DE SERVICIOS SOCIALES COMUNITA-
RIOS (EXTREMADURA) .

C14 DIRECCIÓN XERAL DE SERVICIOS SOCIAIS (GALICIA).
C15 DIRECCIÓN GRAL. DE SERVICIOS SOCIALES (COMUNIDAD 

DE MADRID).
C16 INSTITUTO DE SERVICIOS SOCIALES DE LA REGIÓN DE 

MURCIA.
C17 INSTITUTO NAVARRO DE BIENESTAR SOCIAL.
C18 DIRECCIÓN GENERAL DE SERVICIOS SOCIALES DEL 

GOBIERNO DE LA RIOJA.
C19 DIRECCIÓN DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL (País 

Vasco).
C20 INSTITUTO FORAL DE BIENESTAR SOCIAL DE LA DIPUTA-

CIÓN FORAL DE ÁLAVA.
C21 DIPUTACIÓN FORAL DE GUIPÚZCOA (Prestaciones).
C22 DIPUTACIÓN FORAL DE VIZCAYA (Prestaciones).
C23 CEUTA.
C24 MELILLA.
E02 ALTOS HORNOS DEL MEDITERRÁNEO, S.A.
E03 ALSTOM TRANSPORTE.
E05 ASTILLEROS ESPAÑOLES, S.A.
E06 ASTILLEROS DE SANTANDER, S.A.
E07 ASTILLEROS Y TALLERES DEL NOROESTE, S.A.
E09 BABCOCK & WILCOX ESPAÑOLA, S.A.
E17 COMPAÑÍA TRASMEDITERRÁNEA, S.A.
E18 INSTITUCIÓN BENÉFICA DE LA COMPAÑÍA TRASMEDITE-

RRÁNEA, S.A. (extinguida).
E24 EMPRESA NACIONAL HULLERAS DEL NORTE, S.A. 

(HUNOSA).
E28 EMPRESA DE TRANSFORMACIÓN AGRARIA, S.A. (TRAGSA).
E33 FORJAS Y ACEROS DE REINOSA, S.A.
E34 HIJOS DE J. BARRERAS, S.A.
E42 JULIANA CONSTRUCTORA GIJONESA, S.A.
E46 CONFEDERACIÓN HIDROGRÁFICA DEL EBRO.
E53 FERROCARRILS DE LA GENERALITAT DE CATALUNYA.
E54 MINAS DE ALMADÉN Y ARRAYANES, S.A.
E55 METRO DE MADRID.
E56 EMPRESA MUNICIPAL DE TRANSPORTES DE VALENCIA, 

S.A.
M01 MUTUALIDAD GENERAL DE FUNCIONARIOS CIVILES DEL 

ESTADO (MUFACE).
M06 MUTUALIDAD GENERAL JUDICIAL.
M07 CAJA DE PENSIONES DE JUBILACIÓN, VIUDEDAD Y ORFAN-

DAD DEL PERSONAL DEL GOBIERNO DE NAVARRA.
M08 MONTEPÍO DE FUNCIONARIOS DEL AYUNTAMIENTO PAM-

PLONA.
M09 MONTEPÍO DE FUNCIONARIOS DEL AYUNTAMIENTO DE 

TAFALLA.
M10 MONTEPÍO DE FUNCIONARIOS DEL AYUNTAMIENTO DE 

TUDELA.
M12 MONTEPÍO DE FUNCIONARIOS LOCALES DE NAVARRA 

(excepto Pamplona, Tafalla y Tudela).
M15 MIDAT MUTUA.
M16 MUTUA MONTAÑESA.
M19 MAZ.
M20 MUTUA VALENCIANA LEVANTE.
M21 MUTUA SABADELLENSE DE ACCIDENTES (SAT).
M22 REDDIS UNIÓN MUTUAL.
M23 MUTUA VIZCAYA INDUSTRIALS.
M24 LA MUTUA DE NAVARRA.
M25 MUPA.
M26 FIMAC.
M27 MUTUA DE ACCIDENTES DE TRABAJO DE TARRAGONA.
M28 MUTUA INTERCOMARCAL.
M29 PAKEA.
M30 FREMAP.
M31 SOLIMAT.
M32 MUTUA EGARA.
M33 MUTUA DE CEUTA - S.M.A.T.
M35 MUTUAL CYCLOPS.
M37 ASEPEYO.
M40 FRATERNIDAD-MUPRESPA.
M41 MUTUA BALEAR.
M44 MUNAT-GREMIAL CATALANA (GREMIAT).
M48 UNIÓN MUSEBA IBESVICO.
M50 IBERMUTUAMUR.
M51 SUMINISTRADORA ELÉCTRICA DE CÁDIZ, S.A.
M52 EMPRESA MUNICIPAL DE AGUAS DE CÁDIZ, S.A.

Clave Organismo, entidad o empresa
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M55 EMPRESA MIXTA DE SERVICIOS FUNERARIOS DE MADRID, 
S.A.

M59 MUTUALIDAD DE AUXILIO Y PREVISIÓN DE LA DIRECCIÓN 
GENERAL DE ENSEÑANZAS TÉCNICAS (Mº de Educación y 
Cultura).

M60 DIPUTACIÓN PROVINCIAL DE BARCELONA.
M61 MONTEPÍO AYUNTAMIENTO DE BILBAO.
M62 EMPRESA MUNICIPAL DE AGUAS DE MÁLAGA.
M64 AYUNTAMIENTO DE VIGO.

MINISTERIO DE INDUSTRIA, 
TURISMO Y COMERCIO

 9316 ORDEN ITC/1632/2005, de 31 de mayo, por la que se regu-
lan las ayudas destinadas a la financiación de existen-
cias de carbón en centrales térmicas superiores a las 
cuantías necesarias para cubrir setecientas veinte horas 
de funcionamiento.

En la disposición transitoria cuarta de la Ley 54/1997, de 27 de noviem-
bre, del Sector Eléctrico, se regula que el Gobierno podrá establecer los 
incentivos necesarios para conseguir que los titulares de instalaciones de 
producción eléctrica consuman carbón autóctono en cantidades que 
cubran las fijadas anualmente como objetivo. Este objetivo respetará, en 
todo caso, a partir del año 2004, el límite a que se refiere el artículo 25.1 
de la citada ley.

Por diversos motivos, los consumos de combustible para la realiza-
ción del servicio público que tienen encomendado las centrales térmicas, 
pueden no ser paralelos a los compromisos de adquisición, dando lugar a 
almacenamientos transitorios, superiores a los considerados como míni-
mos necesarios para garantizar el funcionamiento de las centrales térmi-
cas. Las empresas eléctricas en cuyas centrales se produzcan estos alma-
cenamientos a efectos de mantener las adquisiciones de carbón autóctono 
contratadas que permitan la actividad regular de las minas, tendrán dere-
cho a percibir una ayuda para financiarlos.

El Plan 1998-2005 de la Minería del Carbón y Desarrollo Alternativo de 
las Comarcas Mineras constituye el plan estratégico a que hace referencia 
el artículo 8 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvencio-
nes. En él se establece el compromiso de compensación de la financia-
ción de los almacenamientos de carbón en centrales térmicas superiores 
a las cuantías necesarias para cubrir setecientas veinte horas de funciona-
miento a plena carga y de sus mermas.

La Orden de 19 de octubre de 1998 estableció la regulación de las ayu-
das a la financiación de existencias. En el momento actual, tras la entrada 
en vigor de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, 
y de acuerdo con sus previsiones, se hace necesario revisar la regulación 
para la concesión de ayudas destinadas a la financiación de existencias de 
carbón en centrales térmicas superiores a las cuantías necesarias para 
cubrir setecientas veinte horas de funcionamiento para asegurar su plena 
adaptación a lo dispuesto en dicha norma legal.

Constituyen, pues, el marco normativo de la presente orden, la 
Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico, la Ley 38/2003, de 
17 de noviembre, General de Subvenciones, así como, en determinados 
aspectos, la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, 
además de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

En su virtud, dispongo:

Primero. Objeto de las ayudas.–El objeto de las ayudas reguladas en 
la presente orden es la compensación de la financiación de los almacena-
mientos de carbón (antracita, hulla y lignitos negros) en centrales térmi-
cas superiores a las cuantías necesarias para cubrir setecientas veinte 
horas de funcionamiento a plena carga y de sus mermas.

A los efectos de la presente orden:

Se entiende por gastos de financiación el equivalente mensual de la 
tasa del Míbor a un año aplicada al valor medio de las existencias que a tal 
efecto tengan derecho al finalizar el mes anterior.

Se entiende por gastos por mermas, los que se produzcan por la dismi-
nución física de las existencias de carbón autóctono objeto de esta orden, 
derivadas de causas distintas al autoconsumo.

Segundo. Requisitos.–Podrán solicitar las ayudas a la financiación 
de los almacenamientos de carbón en centrales térmicas superiores a las 
cuantías necesarias para cubrir setecientas veinte horas de funciona-
miento a plena carga y de sus mermas, aquellas empresas eléctricas cuyas 
existencias estén originadas por los siguientes suministros:

a) Suministros de carbones autóctonos entregados hasta el 31 de 
diciembre de 2003. Las cifras de existencias correspondientes a estos 
suministros figuran en el anexo I de esta orden.

b) Suministros de carbones entregados a partir del 1 de enero 
de 2004 y con el límite del 31 de diciembre de 2005, adquiridos mediante 
contrato de compra de carbón autóctono de empresas mineras recepto-
ras de ayudas al funcionamiento con el límite para cada uno de los dos 
años de los suministros contratados por central térmica y empresa 
minera en 2003 y sin que superen los suministros garantizados en el 
año 1997.

c) Cualquier otro suministro de carbón que para períodos definidos 
establezca el Instituto para la Reestructuración de la Minería del Carbón 
y Desarrollo Alternativo de las Comarcas Mineras, como consecuencia de 
alteraciones significativas de la capacidad de generación de alguna 
cuenca o central y de la necesaria minimización del impacto ambiental de 
la combustión de los carbones.

Tercero. Procedimiento.

1. Las solicitudes, que estarán dirigidas al Presidente del Instituto 
para la Reestructuración de la Minería del Carbón y Desarrollo Alterna-
tivo de las Comarcas Mineras, contendrán la información requerida por el 
artículo 70 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, y a ellas se acompañará:

a) Declaración responsable de no estar incursos en las prohibiciones 
para obtener la condición de beneficiario señaladas en los apartados 2 y 3 
del artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subven-
ciones.

b) Certificados emitidos por los órganos competentes de hallarse al 
corriente de pago de las obligaciones tributarias y frente a la Seguridad 
Social impuestas por las disposiciones vigentes.

c) La documentación societaria, técnica y de apoderamientos que 
garantice el cumplimiento de los requisitos establecidos en la presente 
orden.

d) Las facturas de las compras de carbón y los correspondientes 
partes de consumo y escrito de compromiso de envío inmediato de aque-
llas facturas y partes pendientes de recepción o de ejecución por el solici-
tante a la fecha de la solicitud.

e) Declaración de no haber solicitado y no tener concedidas otras 
ayudas con el mismo objeto.

2. El Instituto podrá solicitar cualquier información complementaria 
que resulte necesaria para la evaluación de las solicitudes.

3. La Comisión de Valoración prevista en el apartado décimo de esta 
orden, considerará los informes sobre las solicitudes que elabore el Área 
de Explotación del Instituto y reflejará en acta su informe favorable o 
negativo, que incluirá el importe de la ayuda máxima que se propone.

4. El Gerente del Instituto para la Reestructuración de la Minería del 
Carbón y Desarrollo Alternativo de las Comarcas Mineras formulará la 
propuesta de resolución provisional que proceda debidamente motivada, 
concediendo un plazo de 10 días contados a partir del siguiente al de la 
recepción de la notificación para alegar o aceptarla plenamente. El Secre-
tario General del Instituto notificará la propuesta de resolución provisio-
nal. En el caso de que se produzca la aceptación plena sin alegaciones de 
la propuesta provisional, ésta será considerada como definitiva. En caso 
de que se reciban alegaciones a la propuesta provisional, la Comisión de 
Valoración se pronunciará sobre las alegaciones. En este último caso, o 
en el caso de que no se reciba respuesta en el plazo establecido, el 
Gerente del Instituto formulará la propuesta de resolución definitiva que 
proceda, debidamente motivada, concediendo un plazo de 10 días conta-
dos a partir del siguiente al de la recepción de su notificación para acep-
tarla plenamente, entendiéndose que desiste de la solicitud de no produ-
cirse aceptación en dicho plazo. El Secretario General del Instituto 
notificará la propuesta de resolución definitiva.

5. Tras la aceptación en los plazos establecidos, se iniciará la trami-
tación económica del compromiso y se emitirá resolución por el Presi-
dente del Instituto u órgano en quien delegue, haciendo constar que pone 
fin a la vía administrativa. El Secretario General del Instituto notificará la 
resolución.

6. Una vez notificada la Resolución, el Instituto iniciará la tramita-
ción del pago de la fracción de ayudas para las que disponga de las corres-
pondientes facturas y partes. Posteriormente, con periodicidad trimes-
tral, tras la recepción del resto de las facturas del correspondiente 
período, se tramitarán los correspondientes pagos hasta el máximo de la 
ayuda concedida.

Clave Organismo, entidad o empresa

  


